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Prólogo

La Comisión de Derechos Civiles fue creada en 1965 mediante la 

Ley Núm. 102 de 28 de junio de 1965, según enmendada [en adelante 

la Ley Núm. 102], y entre sus responsabilidades está el educar a nuestro 

pueblo sobre los derechos humanos que le asisten. Entre esos derechos 

se encuentra la libertad del pueblo a su autodeterminación, según lo 

disponen: 1) el Artículo I, incisos 1 y 3, del Pacto Internacional de De-

rechos Civiles y Políticos, aprobado el 16 de diciembre de 1966 por la 

Asamblea General de la Organización de Naciones Unidas mediante la 

Resolución 2200 A (XX) [en adelante el Pacto IDCP]; y 2) el Artículo 

1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-

rales, aprobado el 16 de diciembre de 1966 por la Asamblea General 

de la Organización de Naciones Unidas mediante la Resolución 2200 

A (XXI) [en adelante el Pacto IDESC].

El 17 de junio de 2013 la Comisión de Derechos Civiles aprobó la 

Resolución Núm. 2013-1, mediante la cual se dispuso la investigación 
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y el estudio jurídico, incluyendo la celebración de vistas públicas, sobre 

la Consulta del Estatus Político de Puerto Rico celebrada el 6 de no-

viembre de 2012 [en adelante la consulta], para determinar, entre otros, 

la suficiencia de la consulta, la transparencia y eficacia de la consulta, y 

la identificación de circunstancias, si alguna, que infrinjan o potencien 

violaciones de derechos humanos, resultantes de dicha consulta.

La Comisión de Derechos Civiles, como organismo independiente, 

encomendó ese estudio de investigación a tres distinguidos letrados: 

el Lcdo. Eduardo Báez Galib, Presidente de la Comisión Especial de 

Estatus; el Lcdo. Andrés Salas Soler; y el Lcdo. Víctor García San Ino-

cencio. La labor llevada a cabo por esa Comisión Especial partió de las 

ponencias presentadas y del análisis constitucional de la situación polí-

tica de Puerto Rico desde la perspectiva de la relación con los Estados 

Unidos de América [en adelante EE.UU.] y desde la esfera internacio-

nal, y concluyó con unas recomendaciones centradas en los derechos 

humanos, particularmente enfocados en el derecho civil y político de 

los pueblos a la autodeterminación. 

Al analizar el Artículo 11 de la Ley Núm. 283 de 28 de diciembre 

de 2011 [en adelante la Ley Núm. 283], que es la ley habilitadora de la 
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consulta que se llevó a cabo el 6 de noviembre de 2012, apuntamos que 

la misma dispone en el Artículo 11 que, “llevada a cabo la consulta de 

estatus, el Presidente de la Comisión Estatal de Elecciones certificaría 

los resultados al Gobernador de Puerto Rico, a la Asamblea Legislati-

va y al Secretario de Estado en un término no mayor de 48 horas de 

finalizado el escrutinio.” El Gobernador certificaría entonces los resul-

tados al Presidente y al Congreso de EE.UU”. Id. Dicha certificación al 

Presidente y al Congreso de EE.UU. debía, a tenor del citado Artículo 

11, “exigir al Congreso de Estados Unidos y al Presidente responder 

efectivamente al reclamo del pueblo de Puerto Rico para hacer realidad 

su voluntad”. Id. 

Este reclamo del pueblo de Puerto Rico ha quedado sin una respues-

ta certera y efectiva de parte de EE.UU. La asignación del Congreso 

de EE.UU. de 2.5 millones de dólares para llevar a cabo una consulta 

sobre el estatus de Puerto Rico, sin reconocer el claro repudio al estatus 

colonial actual que hicieron los votantes, y sin cumplir con los requi-

sitos del Pacto IDCP, no cumple con “hacer realidad la voluntad del 

pueblo de Puerto Rico”. Tampoco cumple con su responsabilidad de 

promover y respetar el ejercicio del derecho a la autodeterminación y 

de conformidad con las disposiciones del Pacto IDCP. 
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Estos agravios no pueden desvincularse de acontecimientos con-

temporáneos que también atentan contra el derecho del pueblo de 

Puerto Rico a regir su destino colectivo. Al tiempo que los gobiernos 

de Puerto Rico y de Estados Unidos ignoran la voz crítica del país en 

las urnas, el gobierno de Estados Unidos remarca de múltiples formas 

su postura sobre el carácter territorial y colonial de Puerto Rico. Así lo 

hizo la Rama Ejecutiva en su reciente comparecencia ante el Tribunal 

Supremo de Estados Unidos en el caso Commonwealth of Puerto Rico 

v. Sánchez, infra, y se articula también en propuestas legislativas de im-

poner una Junta de Control Fiscal que, fundamentalmente, socavaría 

las  garantías mínimas de participación democrática presentes en el 

régimen constitucional actual.1

Este Informe de la Comisión de Derechos Civiles hace un urgente 

llamado tanto al gobierno de EE.UU., como al de Puerto Rico. Las 

acciones requeridas a ambos gobiernos han de cumplir con los princi-

pios de los derechos humanos reconocidos internacionalmente y urge 

1 Puerto Rico Financial Stability and Debt Restructuring Choice Act, H.R.4199 — 114th Congress (2015-2016); Puerto Rico Assistance Act of 
2015, S.2381 — 114th Congress (2015-2016). Véase, Efrén Rivera Ramos, Fragilidad de la condición política, El Nuevo Día, 15 de diciem-
bre de 2015 (“Las medidas presentadas en ambas cámaras de ese cuerpo tendrían repercusiones graves. Pondrían en suspenso por tiempo 
indefinido disposiciones clave de la Constitución de Puerto Rico. Usurparían funciones de los poderes ejecutivo y legislativo del gobierno 
puertorriqueño. Dejarían al arbitrio de funcionarios no electos, que no le responderían a nadie en el País, determinaciones importantes 
sobre la reestructuración interna del aparato gubernamental, la generación de recaudos nuevos, la fijación de prioridades, la prestación 
de servicios y la distribución de los recursos disponibles. En fin, el reducido espacio de gobierno propio que ahora tenemos se achicaría 
sustancialmente.”)
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una labor concertada de educación al pueblo en cuanto a sus opciones 

y a los medios disponibles para alcanzar una de esas opciones. De igual 

modo, esta Comisión anima al pueblo de Puerto Rico a que reclame 

y ejercite positiva y activamente su inalienable e ineludible derecho a       

la autodeterminación.

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de febrero de 2016. 

Lcda. Georgina Candal Segurola
Presidenta Comisión de Derechos Civiles
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Informe Requerido por la Resolución Núm. 2013-01

I.  Jurisdicción de la Comisión de Derechos Civiles

La Comisión de Derechos Civiles se creó mediante la Ley Núm. 

102 de 28 de junio de 1965, la cual dispone: “que estará integrada por 

cinco (5) miembros nombrados por el Gobernador con el consejo y 

consentimiento del Senado.” Art. 1 de la Ley Núm. 102. Entre sus fun-

ciones y facultades se incluye la de “[h]acer estudios e investigaciones 

sobre la vigencia de los derechos humanos y el estricto cumplimiento 

de las leyes que amparan esos derechos”. Art. 2(c) de la Ley Núm. 102.  

Conforme a esta facultad, la Comisión de Derechos Civiles determina 

los informes y estudios que sanciona.

La Comisión de Derechos Civiles, similar a los tribunales, vela por 

los derechos de los ciudadanos, Adolfo de Castro, Ombudsman v. Cor-

dero, 130 DPR 376, 399 (1992), y goza de deferencia. Véanse, por 

ejemplo, Leyra  v.  Aristud, 132 DPR 489 (1993) (sobre intervención 

policial); Noriega v. Gobernador, 130 DPR 919 (1992) (sobre carpe-

teo); El Vocero v. ELA, 131 DPR 356 (1992) (sobre libertad de prensa). 



Comisión de Derechos Civiles de Puerto Rico | 13

La Comisión de Derechos Civiles mediante la Resolución Núm. 

2013-01, aprobada el 17 de junio de 2013, creó la Comisión Especial 

de Estatus [en adelante la Comisión Especial] con el mandato de llevar 

a cabo una investigación y estudio jurídico, en relación a la querella 

presentada por la organización Boricua ¡Ahora Es! Véase Anejo A.  La 

Resolución que habilita este estudio se enmarca dentro de las facultades 

de la Comisión de Derechos Civiles y establece los parámetros que éste 

ha de seguir. 

La Resolución 2013-01 también dispuso que luego de finalizado el 

estudio, la Comisión de Derechos Civiles rendiría un informe con sus 

hallazgos, conclusiones y recomendaciones y que dicho informe se re-

mitiría a las tres Ramas Constitucionales, los medios de comunicación 

del país, las organizaciones de defensa de derechos humanos locales e 

internacionales, la Biblioteca del Congreso y otros, conforme a la ley 

orgánica de la Comisión de Derechos Civiles. Id.

II.  Trasfondo de la Querella

El 10 de junio de 2013 el movimiento denominado Boricua ¡Aho-

ra es! [en adelante BAE], un movimiento ciudadano, multisectorial y 

multipartidista, solicitó a la Comisión de Derechos Civiles que realiza-

ra vistas públicas e investigara alegaciones sobre si se están violentando 
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los derechos civiles del pueblo puertorriqueño al Ejecutivo no respetar 

su   voluntad y los procesos que tiene a su haber el pueblo de Puerto 

Rico, para hacer cumplir la voluntad expresada en las urnas. Véase carta 

de BAE a la Comisión de Derechos Civiles de 10 de junio de 2013 a la 

pág. 1, Anejo B. 

BAE reclama el incumplimiento, por parte del Gobierno del Esta-

do Libre Asociado [en adelante ELA] de Puerto Rico, de sus deberes 

constitucionales y legales de dar a conocer y promover que se cumpla 

con los resultados de la Consulta sobre Estatus Político de Puerto Rico 

celebrada el 6 de noviembre del 2012. Plantea que no se han llevado a 

cabo las gestiones apropiadas y necesarias ante el Gobierno de EE.UU. 

para asegurar que el pueblo de Puerto Rico en su conjunto, y cada 

puertorriqueño y puertorriqueña individualmente, pueda disfrutar de 

su derecho a la autodeterminación. Igualmente plantea que el Gobier-

no de EE.UU tampoco ha atendido suficientemente el reclamo del 

electorado puertorriqueño sobre su estatus político.

Posteriormente, mediante una carta dirigida a la Comisión Especial 

con fecha del 4 de diciembre de 2013, BAE alega una obstaculización 

por el Gobernador de Puerto Rico a “cualquier acción congresional 

dirigida a acatar la voluntad del pueblo de Puerto Rico sobre el estatus 

de la Isla, expresada a través de los resultados del Plebiscito celebrado 
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el 6 de noviembre de 2012”, y la acompaña de una carta firmada por el 

Gobernador dirigida a un Congresista. Véase Anejo C.

En la Resolución Núm. 2013-01, la Comisión de Derechos Civiles 

toma conocimiento de la Ley Núm. 283, que dispone para la celebra-

ción de una consulta “sobre el Estatus Político de Puerto Rico a llevarse 

a cabo el 6 de noviembre de 2012, conjuntamente con las elecciones 

generales”, y reconoce la celebración de la consulta “[c]onforme a la 

Certificación de la Comisión Estatal de Elecciones, [en la que] un total 

de 970,910 electores puertorriqueños votaron que no se encontraban 

de acuerdo con mantener la condición política territorial actual, o un 

53.97% del total de 1,798,987 de las personas que participaron en la 

consulta.” Resolución Núm. 2013-01. 

III. Encomienda

La Resolución Núm. 2013-01 dispuso que la Comisión Especial 

estaría “compuesta por tres (3) miembros, además de los cinco (5) Co-

misionados de la Comisión de Derechos Civiles”, con el mandato de 

“llevar a cabo una investigación y estudio jurídico, incluyendo la cele-

bración de vistas públicas, relacionada con la celebración de la consulta 

sobre el Estatus Político de Puerto Rico llevada a cabo el 6 de noviem-

bre de 2012”.
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Se encomendó a la Comisión Especial identificar en cuanto a la 

primera pregunta contenida en dicha consulta, su suficiencia, su tras-

cendencia y eficacia. Además se encomendó identificar el proceso de-

mocrático para la determinación del estatus, de conformidad con los 

derechos humanos, el Derecho Internacional, la Constitución de Puer-

to Rico, la Constitución de EE.UU., los términos de la relación exis-

tente entre EE.UU. y Puerto Rico, y las leyes y jurisprudencia que apli-

can. Por último, se ordenó “identificar las circunstancias, si alguna, que 

infrinjan o potencien violaciones de derechos humanos, resultante[s de 

la consulta]”. Resolución Núm. 2013-01.

La Resolución Núm. 2013-01 de la Comisión de Derechos Civiles 

también apunta parámetros para esa investigación y estudio. Subraya 

los principios constitucionales en torno al derecho al voto, y refiere a 

la Comisión Especial a la Carta de las Naciones Unidas de 1945 y al 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. A tenor de esta 

encomienda, la Comisión de Derechos Civiles recibió el insumo de la 

Comisión Especial a través de su informe y luego de múltiples reunio-

nes y un extenso análisis emite el presente informe.

IV.  Ley Habilitadora de la Consulta

La Ley Núm. 283-2011 proviene del Proyecto de la Cámara 3648 

(en el Senado, el Proyecto del Senado 2303 de 2011) presentado el 5 
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de octubre de 2011, aprobado en la Cámara de Representantes el 10 

de noviembre de 2011, aprobado en el Senado el 20 de diciembre de 

2011, y firmado por los Presidentes de los Cuerpos el 20 de diciembre 

de 2011. La votación final en la Cámara fue de 37 votos a favor, 17 

votos en contra, sin abstenciones. Véase Anejo D. La votación final en 

el Senado fue de 18 votos a favor, 9 en contra y dos ausencias. Véase 

Anejo E. La Ley Núm. 283-2011 dispone para “la celebración de una 

consulta sobre el Estatus Político de Puerto Rico a llevarse a cabo el 6 

de noviembre de 2012, conjuntamente con las elecciones generales” y 

“determinar su estructura y operación; asignar fondos;”. Su Exposición 

de Motivos analiza la historia del asunto de estatus y concluye resu-

miendo la intención legislativa: “Este proceso le dará una oportunidad 

única a los puertorriqueños de enviar un mensaje claro al Presidente y 

al Congreso de Estados Unidos sobre cómo queremos resolver el pro-

blema de estatus y cómo queremos definir nuestra relación con Estados 

Unidos”. Véase la Exposición de Motivos de la Ley Núm. 283-2011.

La Ley Núm. 283-2011 dispuso para que se presentaran dos pre-

guntas al electorado: 1) “si está de acuerdo con mantener la condición 

política territorial actual”; y 2) “que escoja entre las siguientes opciones 

no territoriales: Estadidad, Independencia o Estado Libre Asociado So-

berano”. Art. 1 de la Ley Núm. 283, Anejo F. 
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No

Sí

A la consulta acudió el 78.19% del electorado. De 2,402,941 vo-

tantes registrados en las listas, se presentaron a los colegios de votación 

1,878,969 electores. En relación a la primera pregunta, la cual es objeto 

de este informe, los resultados, según certificados por la Comisión Es-

tatal de Elecciones, fueron:

Mantener la Condición Política Actual

 Sí 828,077 46.03%

 No 970,910 53.97%

 Votos Adjudicados  1, 798,987 100%

El mandato para acción post electoral está consignado en el Artícu-

lo 11 de la Ley Núm. 283-2011, la cual lee como sigue: 

El Presidente de la Comisión Estatal de Elecciones 

deberá enviar una certificación de los resultados de la 

consulta al Gobernador de Puerto Rico, a la Asamblea 

Legislativa y al Secretario de Estado, no más tarde de 

cuarenta y ocho (48) horas después de haberse finali-

zado el escrutinio. El Gobernador, a su vez, certificará 

el resultado de ambas preguntas por separado al Presi-

dente y al Congreso de Estados Unidos. La certificación 
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del Gobernador deberá leer: “El Pueblo de Puerto Rico 

se ha expresado, libre y democráticamente, en torno al 

estatus político de Puerto Rico de la siguiente forma de-

berán proveérsele los resultados de cada una de las op-

ciones contempladas para cada una de las dos preguntas 

de la consulta) y se exige al Congreso de Estados Unidos 

y al Presidente responder efectivamente al reclamo del 

Pueblo de Puerto Rico para hacer realidad su voluntad.” 

(énfasis suplido). 

Ese mandato es un requisito impuesto, también, por el Código 

Electoral para el Siglo XXI, Ley Núm. 78 de 2011 [en adelante la Ley 

Núm. 78], en su Artículo 11.010:

La Comisión le certificará al Gobernador el resultado 

de la votación del referéndum, consulta o plebiscito y la 

proposición que de acuerdo con los términos de la ley 

especial  resulte triunfante luego del escrutinio de rigor. 

En todo caso que el resultado de un referéndum, con-

sulta o plebiscito vaya a tener efecto obligatorio como 

ley, deberá existir una disposición expresa sobre los tér-

minos, condiciones y mecanismos procesales para la im-

plantación del resultado.
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Tanto el entonces Presidente de la Comisión Estatal de Elecciones, 

Hon. Héctor J. Conty Pérez, como el entonces Gobernador, Hon. Luis 

G. Fortuño Burset, cumplieron con su obligación ministerial y técnica 

mandada en el Artículo 11 de la Ley Núm. 283, y en el Artículo 11.010 

de la Ley Núm. 78, antes citados. Véanse Anejos G y H. 

V. Vistas públicas ante la Comisión Especial de Estatus 

Las vistas públicas celebradas, las sesiones privadas y las ponencias 

recibidas durante las mismas, cuya síntesis se incluye en el Anejo I, 

fueron las siguientes: 

•	 Ponente:		 Dr.	Ricardo	Rosselló	Nevares,	Boricua	¡Ahora	Es!

 Fecha:  14 de noviembre de 2013

 Lugar:  Comisión Estatal de Elecciones

•	 Ponente:		 Lcda.	Ana	Irma	Rivera	Lassén,	

   Colegio de Abogados de Puerto Rico

 Fecha:  22 de noviembre de 2013

 Lugar:  Comisión de Derechos Civiles

•	 Ponente:		 Dr.	Pedro	Rosselló	González,

   Ex Gobernador de Puerto Rico 
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 Fecha:  30 de enero de 2014

 Lugar:  Comisión de Derechos Civiles

•	 Ponente:		 Prof.	José	Garriga	Picó	

 Fecha:  22 de enero de 2014

Lugar:  Comisión de Derechos Civiles

•	 Ponente:		 Lawrence	“Larry”	Seilhamer	Rodríguez,

   Portavoz de la Minoría, Senado de Puerto Rico

 Fecha:  28 de enero de 2014

 Lugar:  Comisión de Derechos Civiles

•	 Ponente:		 Lcdo.	Juan	Dalmau	Ramírez	

   (en representación del Lcdo. Rubén Berríos) 

   Partido Independentista de Puerto Rico

Fecha:  18 de febrero de 2014

Lugar:  Comisión de Derechos Civiles

•	 Ponente:		 Lcdo.	José	Hernández	Mayoral,	

   Partido Popular Democrático de Puerto Rico

 Fecha:  27 de marzo de 2014

 Lugar:  Comisión de Derechos Civiles
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Sesiones Ejecutivas

•	 Ponente:		 Hon.	Jennifer	González,	Portavoz	de	la	Minoría,	

   Cámara de Representantes de Puerto Rico

 Fecha:  29 de octubre de 2013

•	 Ponente:		 Hon.	Luis	Vega	Ramos,	Representante,	

   Cámara de Representantes de Puerto Rico

Fecha:  3 de octubre de 2013

•	 Ponente:		 Hon.	Juan	R.	Torruella,	Judge,	

   U.S. Court of Appeals for the First Circuit

 Fecha:  13 de marzo de 2014

•	 Ponente:		 Lcdo.	Gregorio	Igartúa	de	la	Rosa

 Fecha:  8 de octubre de 2013

•	 Ponente:		 Lcdo.	Luis	Dávila	Colón

 Fecha:  25 de noviembre de 2013

Ponencias escritas recibidas

•	 Ponente:		 José	Muñiz	Gómez,	

   High School Republicans of  Puerto Rico

 Fecha:  26 de noviembre de 2013
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•	 Ponente:		 Lcdo.	Luis	Enrique	Romero	Nieves	

   (escrito complementario a la ponencia del 

   Lcdo. Juan Dalmau Ramírez), 

   Partido Independentista 

   Puertorriqueño

 Fecha:  6 de mayo de 2014

VI.  Discusión

 A. Suficiencia, trascendencia y eficacia de la consulta

La Resolución Núm. 2013-01 dispone que se investigue si la 

consulta celebrada fue suficiente, trascendente y eficaz. De esa di-

rectriz se puede disponer sin mayores dificultades si consideramos, 

en primer término, que el evento se celebró sin mayores percances. 

El evento electoral no fue objeto de órdenes judiciales que impidie-

ran su celebración, y su legalidad, ya celebrado, no ha sido impug-

nada. De las ponencias recibidas y las reuniones privadas no surgió 

señalamiento legal alguno en torno a que las pretensiones electora-

les se incumplieran, o que se cumplieran defectuosamente. Es decir, 

se le proveyó al electorado la pregunta sobre la condición política 

actual, la misma fue contestada por el electorado, y su resultado fue 

notificado según requerido por la Ley Núm. 283.2

2 El 12 de junio de 2015 se presentó en el Tribunal Superior, Sala de San Juan, Pierluisi v. González Román, Caso. Núm. K PE2014-1642 
(806), sobre Revisión de Determinación de la Comisión Estatal de Elecciones. Dicho caso no impugna la legalidad de la consulta. Solicita 
que se le ordene a la Comisión Estatal de Elecciones preparar y enviar al Secretario de Justicia de Estados Unidos una papeleta para la 
celebración de un plebiscito al amparo de la Ley de Asignaciones Consolidadas de 2014, en la cual el Congreso dispone una suma de dinero 
para la celebración de una consulta sobre estatus en Puerto Rico. Cotejado el expediente el 25 de enero de 2016 en la Secretaría del Tribunal 
de Primera Instancia, el caso aparece activo y en el despacho del Juez con varias mociones sometidas pendientes de atención. 
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En cuanto a la “trascendencia” de la consulta, consideramos 

pertinente hacer referencia a la definición de dicho término que 

nos provee el diccionario de la Lengua Española, Real Academia, 

21ra. Ed., a la pág. 2014: “trascendencia  - de mucha importancia 

o gravedad, por sus probables consecuencias”. Como discutiremos 

en mayor detalle a continuación, entendemos que la importancia 

y gravedad de los resultados de la primera pregunta de la consulta 

se centran en la expresión del Pueblo de Puerto Rico sobre su in-

satisfacción con la relación política actual entre EE.UU. y Puerto 

Rico. Esta insatisfacción ha resultado en una expresión electoral que 

socava el argumento sobre el consentimiento del Pueblo de Puer-

to Rico a la relación política entre Puerto Rico y Estados Unidos. 

Consideramos que esta expresión electoral es transcendental debido 

a las consecuencias sobre los derechos humanos del Pueblo de Puer-

to Rico que dicha falta de consentimiento implica, pues subraya la 

ausencia de legitimidad democrática de la relación política entre 

Puerto Rico y Estados Unidos.

Por último, en cuanto a la “eficiencia” de la consulta apuntamos 

que la misma dependerá de si el Congreso, el Gobierno de Puerto 

Rico, y el pueblo mismo responden, comprometidamente, al recla-
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mo expresado en los resultados de la consulta. 

En este sentido, se ha argumentado que la asignación por el 

Congreso de EE.UU. de 2.5 millones de dólares para la celebración 

de una consulta sobre estatus en Puerto Rico, a petición del Presi-

dente, es una respuesta a la consulta y su resultado. Esa asignación 

ocurre luego de celebrada la consulta el 6 de noviembre de 2012, y 

luego de notificado el resultado. Véase Consolidated Appropriation 

Act, 2014, enmiendas del 13 de enero de 2014 a la H.R. 3547. De 

hecho, la Oficina del Presidente Obama tomó conocimiento formal 

de la consulta. 

Sin embargo, el mero hecho de asignar dinero para una consulta 

no releva al Congreso de los Estados Unidos de su responsabilidad 

contraída para con la comunidad internacional en torno a los dere-

chos humanos. En particular, EE.UU. es responsable de honrar el 

derecho del Pueblo de Puerto Rico a su autodeterminación, a tenor 

de los Pactos IDCP e IDESC y de sus obligaciones bajo el Tratado 

de Paz de Paris, en el que se transfiere a Puerto Rico de la soberanía 

de España a la de EE.UU., y en el que así se le responsabiliza por 

los “derechos civiles y la condición política” de los puertorriqueños. 

Art. IX del Tratado de Paz de Paris. La asignación de fondos no ga-

rantiza un proceso de autodeterminación ni respeta sus resultados. 

Hay pues que distinguir entre la función ministerial de informar, 

según dictada por la ley, y la obligación de responder, que trasciende 
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la ley.

La controversia, planteada en la Querella, sobre si se cumple o 

no un mandato dado en una consulta electoral, no es novel en nues-

tra jurisdicción. En PPD v. Ferré, 98 DPR 338 (1970), se atendió el 

plebiscito de 1969. La ley pertinente requería notificar al Presidente 

Lyndon B. Johnson del resultado y nombrar varios miembros a un 

comité de diálogo. Se cumplió con la notificación y el PPD exigió al 

Gobernador que nombrara las personas nominadas por ese Partido. 

El Gobernador Luis A. Ferré se negó alegando autoridad ejecutiva y 

el Tribunal Supremo apoyó la posición del Gobernador. El Tribunal 

Supremo, mediante Sentencia negando la expedición del manda-

mus solicitado contra al Gobernador Ferré para que nombrara a los 

nominados por el PPD, planteó la controversia así:

La cuestión litigiosa en el presente recurso . . . se reduce a 

determinar si bajo los hechos y circunstancias que presen-

ta este caso, procede según el Derecho aplicable que este 

Tribunal utilice su poder coactivo para obligar al deman-

dado a actuar en la forma y manera que el demandante 

reclama, o si debe rechazar el pedido para que el deman-

dado realice, en su más elevada discreción y conforme a 

sus atribuciones bajo la Constitución y la Ley del Plebis-

cito, como primer ejecutivo, su función de dar viabilidad 
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al resultado de la consulta plebiscitaria, para el perfeccio-

namiento y crecimiento del Estado Libre Asociado. PPD 

v. Ferré, 98 DPR a la pág. 347.

Luego, en Báez Galib v. Rosselló, 147 DPR 371 (1999), ocurre 

una notificación mediante edictos, publicada por la Secretaria de 

Estado, sobre el resultado del plebiscito dispuesto por la Ley Núm. 

249 de 17 de agosto de 1998, contrario a lo mandado en dicha ley. 

Los electores votaron mayoritariamente por la llamada Quinta Co-

lumna (“Ninguna de las Anteriores”). El Tribunal Supremo ordenó 

que se cumpliera con ese mandato de publicación según dispues-

to en la ley habilitadora. El Tribunal Supremo expidió un auto de 

mandamus ordenando a la Secretaria de Estado a volver a publicar 

el edicto, informando los resultados de la consulta en el orden apro-

piado. Había ella identificado, erróneamente, la estadidad como la 

fórmula ganadora. La columna que obtuvo más votos fue “Ninguna 

de las Anteriores.”

La Certificación del Presidente de la Comisión Estatal de 

Elecciones de 22 de diciembre de 1998, constituye el úni-

co documento oficial, que ha de ser certificado y publi-

cado íntegramente, sin cambio alguno. Como tal, no es 

susceptible de ser modificado, sea alterando su orden o su 
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contenido. El mandato legislativo no confiere libertad a la 

Secretaria de Estado, Honorable Burgos, ni al Goberna-

dor, Honorable Pedro Rosselló González, para apartarse 

de la aludida certificación original.

Tal actuación desmerece el valor del voto inextricable-

mente unido a una alternativa incorporada legislativa-

mente en la papeleta, y que a diferencia de las nulas y las 

en blanco, confería a los electores una opción específica.

Báez Galib, 147 DPR a las págs. 374-75.

Más recientemente, en Córdova v. Cámara de Representantes, 

171 DPR 789 (2007), el Tribunal Supremo rehusó ordenar a la Cá-

mara legislar un proyecto de enmienda constitucional para convertir 

la Rama Legislativa a unicameral, según mandado por el electorado 

en el referéndum celebrado el 10 de julio de 2005, al amparo de la 

Ley Núm. 477 de 23 de septiembre de 2004. El Tribunal opinó:

A modo de epílogo, somos conscientes de que una ma-

yoría del electorado puertorriqueño se expresó a favor 

de que la Legislatura propusiera enmiendas para que se 

adoptara un modelo unicameral. Sin embargo, nuestro 

ordenamiento constitucional nos impide ordenarles a 
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los miembros de cualquiera de los Cuerpos que legislen 

de tal forma que se inicie el proceso de enmienda a la 

Constitución dispuesto en el Art. VII. El mandato es-

tablecido en la ley bajo análisis es contrario a nuestra 

Ley Suprema. . . . Conforme lo anterior, es en el foro 

político y por medio de las urnas que los peticiona-

rios deben requerir que se les rinda las cuentas corres-

pondientes. Cualquier otra decisión de nuestra parte 

sería contraria al sistema republicano de gobierno y a 

la Constitución que hemos jurado defender. Córdova, 

171 DPR a la pág. 813.

Surge de dichas opiniones una doctrina consistente. La letra de 

la ley tiene que ser cumplida como legislada y votada mayoritaria-

mente, particularmente en lo que se refiere a deberes ministeriales 

que no requieren el ejercicio discrecional de las prerrogativas cons-

titucionales de los distintos actores gubernamentales. Las notifica-

ciones se deben hacer según dispone la ley. Las papeletas, por ejem-

plo, deben contener lo que se disponga en el estatuto habilitador. 

Pero en el cumplimiento del mandato de tales leyes electorales debe 

permanecer un espacio que permite al Gobernador y a la Asam-

blea Legislativa actuar acorde a sus prerrogativas constitucionales en 

cuanto a su respuesta a los resultados de los comicios. Coinciden, 
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pues, estas determinaciones, con la tradicional distinción entre los 

deberes ministeriales y las prerrogativas discrecionales de las insti-

tuciones de gobierno. Ante el incumplimiento con un deber minis-

terial, cabe un remedio judicial. Mas ante el ejercicio discrecional 

de poderes delegados en la Constitución a un actor gubernamental, 

sólo caben los remedios políticos en las urnas. Esta distinción existe 

en el ordenamiento jurídico pertinente desde, al menos, los pro-

nunciamientos del Juez Presidente John Marshall en Marbury v. 

Madison, 5 U.S. 137 (1803).

En la situación que hoy analizamos, entendemos que cuando 

el Presidente de la Comisión Estatal de Elecciones le notificó al 

Gobernador los resultados de la consulta, y el Gobernador, a su 

vez, notificó al Presidente y al Congreso de EE.UU., dichos acto-

res gubernamentales puertorriqueños cumplieron con el mandato 

establecido en la Ley Núm. 283. Como cuestión legal, pues, no 

existe un incumplimiento con la Ley Núm. 283 que justifique un 

remedio judicial. 

No obstante, la celebración de la consulta y el consiguiente re-

sultado relativo a la primera pregunta, refleja un rechazo mayorita-

rio al estatus vigente. Ante ello, y a pesar de haberse cumplido con 

la letra de la Ley Núm. 283, el derecho a la autodeterminación del 
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pueblo de Puerto Rico, como derecho humano que es, ha quedado 

trunco. Por tanto, queda en el campo político muchísimo por hacer 

para cuidar adecuadamente de los derechos humanos de los puerto-

rriqueños y de las puertorriqueñas.

 B. Proceso democrático para la determinación del estatus

La Resolución Núm. 2013-01 nos dirige a que identifiquemos 

un proceso para la determinación del estatus político de Puerto 

Rico. No obstante, debemos en este punto delimitar la función 

apropiada de la Comisión de Derechos Civiles, y los límites de sus 

poderes y facultades. No corresponde a la Comisión de Derechos 

Civiles “resolver el asunto del estatus”. Sólo el pueblo de Puerto Rico, 

mediante el ejercicio de su inalienable derecho individual y colectivo a 

la autodeterminación, puede determinar el curso de su destino político. 

Lo que sí puede y debe hacer la Comisión de Derechos Civiles es 

marcar algunos linderos en ese camino, a modo de recordatorio y 

guía de los derechos humanos que cualquier proceso descoloniza-

dor debe respetar. 

La experiencia electoral puertorriqueña en torno a decidir asun-

tos relacionados con el estatus político relativo a las relaciones en-

tre Puerto Rico y EE.UU., ha comprendido plebiscitos, comisio-
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nes de estudio, iniciativas congresionales y grupos de trabajo (“task 

forces”).3 Ninguno de esos procesos ha logrado que sus resultados 

sean viabilizados, más allá de ofrecer cuál es la inclinación del electo-

rado en un momento dado y abanicar el debate político-partidista. 

Se ha propuesto, por ejemplo, la convocatoria a una Asamblea 

Constitucional de Estatus, como mecanismo que permita la dis-

cusión del asunto dentro de un marco diferente al electoral usual. 

Comprendería un proceso similar a la Asamblea Constituyente de 

1951-52, en la que se redactó y aprobó la Constitución del ELA. 

Como aquella, sus miembros serían electos directamente por el 

pueblo, y luego sus determinaciones también serían traídas a vota-

ción popular para aceptación o rechazo.4 

Escoger un esquema electoral para atender el asunto de estatus 

ha sido parte del debate ideológico-partidista. Si la Comisión de 

Derechos Civiles recomendara un proceso en específico podría in-

tervenir indebidamente en un proceso inherentemente político que 

corresponde a otros actores gubernamentales. Sin embargo, lo ante-

3   “Plebiscito” es una consulta electoral para escoger preferencias “entre varias opiniones sobre un mismo asunto de ordenamiento político 
incluyendo, pero sin limitar, la relación política entre Puerto Rico y Estados Unidos”. Artículo 2.003(76) de la Ley Núm. 78. “Referén-
dum” es una consulta electoral “para la aprobación o rechazo de una o varias propuestas específicas sobre políticas públicas a adoptarse o 
legislación a ponerse en vigencia sobre asuntos de interés general”. Artículo 2.003(82) de la Ley Núm. 78. Véanse además Sánchez Vilella 
v. ELA, 134 DPR 503, 504 n.1 (1993); Ortiz Angleró v. Barreto Pérez, 110 DPR 84, 110-11 (1980). 

4 Véase Informe Final sobre la Resolución del Senado Núm. 201 del 11 de marzo de 2002 por la Comisión de lo Jurídico del Senado de 
Puerto Rico, Anejo J; Resolución Concurrente del Senado Núm. 107 de 2004 (llevada a votación y aprobada, en la que se declara que 
la celebración de una Asamblea Constitucional de Estatus sería política pública; por ser una Resolución Concurrente su vigencia cesó el 
último día de la Asamblea Legislativa que la aprobó), Anejo K.
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rior no evita que esta Comisión de Derechos Civiles exprese cuáles 

entiende son los requisitos imprescindibles para que una consulta, 

independientemente del proceso seleccionado, cumpla con los de-

rechos al debido proceso de ley, y los derechos humanos aplicables, 

incluyendo el derecho a la autodeterminación.

 C. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y EE.UU.

No habremos de ocupar espacio sobre los derechos constitu-

cionales aplicables por cuanto los tribunales, tanto de Puerto Rico 

como de EE.UU., y la literatura sobre Derecho Constitucional, han 

atendido tales asuntos a saciedad.5 A consecuencia, analizaremos los 

aspectos relacionados a los derechos humanos reconocidos por la 

comunidad internacional, tal y como lo manda la Resolución Núm. 

2013-1. Nos referimos, específicamente, al Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas considerando 

su aplicabilidad a la situación de Puerto Rico desde la óptica de la 

autodeterminación como uno de los derechos allí consagrados. Es 

evidente que lo abordemos, por nuestra realidad política, desde la 

perspectiva de EE.UU. como estado parte de dicho Pacto.

5 Véase, por ejemplo, Rivera Ramos, The Legal Construction of Identity: The Judicial and Social Legacy of American Colonialism 
in Puerto Rico (2001); Foreign in a Domestic Sense: Puerto Rico, American Expansion, and the Constitution (Duffy Burnett & 
burke Marshall, Eds) (2001); Álvarez González, Derecho Constitucional de Puerto Rico y Relaciones Constitucionales con los Estados 
Unidos: Casos y Materiales (2009).
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Aunque el Pacto IDCP fue adoptado en su inicio por la comuni-

dad internacional el 16 de diciembre de 1966, no fue hasta el 2 de 

marzo de 1992, 26 años después, que EE.UU. lo ratificó. El Pacto 

IDCP, pues, entró en vigor con respecto a EE.UU. el 8 de septiem-

bre de 1992. Sin embargo, el Congreso incluyó unas condiciones 

que limitan la autoridad del tratado en cuanto a los ciudadanos 

de EE.UU. se refiere.6 Dos de estas limitaciones son esenciales a 

nuestro análisis: 1) que el tratado no es autoejecutable7; y 2) que 

un ciudadano de EE.UU. no puede acudir directamente al ente in-

ternacional para presentar querellas por violaciones al Pacto IDCP. 

138 Cong. Rec. S4781-01, 2 de abril de 1992. Esto, sin embargo, 

no dispone del asunto.

La Querella presentada ante la Comisión de Derechos Civiles 

por BAE involucra el reconocimiento de obligaciones del gobierno 

de EE.UU. sobre el derecho a la autodeterminación contraída en 

el marco del Derecho Internacional, a tenor del Pacto IDCP, así 

como de la Declaración Americana de Derechos Humanos, ante 

la comunidad internacional y para con el pueblo de Puerto Rico. 

Se trata, entonces, de derechos humanos anclados en el formidable 

6 En materia de tratados, un estado puede adherirse condicionadamente a los mismos, mediante “reservas”, “entendidos” o “declaraciones”, 
de forma tal que no se le pueda reclamar sobre esas condiciones.

7 “The United States declares that the provisions of Article 1 through 27 of the Covenant are not self-executing”. 138 Cong. Rec. S4781-01, 
2 de abril de 1992. O sea, que las disposiciones en el Pacto IDCP aplicarán a ciudadanos de Estados Unidos sólo si el Congreso legisla a 
tales efectos, y no por el mero hecho de Estados Unidos unirse al Pacto IDCP.
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y dinámico desarrollo que ha tenido en las pasadas siete décadas 

el reclamo y la validación del derecho a la autodeterminación de 

los pueblos en todo el orbe.8 La Comisión de Derechos Civiles en-

tiende que EE.UU. mantiene una grave obligación adquirida con 

Puerto Rico, no sólo ante la comunidad internacional, sino ante sus 

propios ciudadanos. 

En la Orden Ejecutiva Núm. 13107 de 10 de diciembre de 1998, 

para implantar los tratados sobre derechos humanos, el Presidente 

Clinton ordenó:

It shall be the policy and practice of the Government of 

the United States, being committed to the protection and 

promotion of human rights and fundamental freedoms, 

fully to respect and implement its obligations under the 

international	human	rights	treaties	to	which	it	is	a	party,	

including the ICCPR, the CAT, and the CERD.9 (énfasis 

suplido). 

El Gobierno de EE.UU. informó al Comité sobre Derechos Hu-

8	 La	Organización	de	Estados	Americanos	[en	adelante	la	OEA]	adoptó	la	Declaración	de	Derechos	Humanos	y	Deberes	del	Hombre,	www.
oas.org/es/cidh/mandato/basicos/declaracion.aspp (levantada el 31 de octubre de 2014). Hay dos casos sometidos ante la OEA, uno por el 
Dr.	Pedro	Rosselló,	y	otro	por	la	National	Lawyers	Guild	a	nombre	de	diez	residentes	de	Vieques.	Para	conocer	la	postura	de	EE.UU.	ante	
la OEA en torno a la presentación de casos por sus ciudadanos, véase Jessica González, O.E.A./Ser. L/V/11.30 Doc. 22, Rev. 1 (2007).

9 El ICCPR es el Pacto IDCP en cuestión.
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manos de las Naciones Unidas, la indicada Orden: 

[T]he United States is committed to domestic implemen-

tation of U.S. human rights obligations, including mains-

tream human rights into domestic policy and engaging 

into	robust	dialogue	with	U.S.	civil	 society	partners	on	

U.S. human rights implementation. On December 18, 

1998, President Clinton issued Executive Order 13107 

regarding the implementation of human rights treaties. . . 

United States Response to Questions from the United Nations 

Human Rights Committee Concerning the Fourth Report of the 

United States on the International Covenant on Civil and Political 

Rights	(ICCPR),	https://www.aclu.org.

Aun cuando el Congreso de Estados Unidos impuso condiciones 

a la aplicación del Pacto IDCP a sus ciudadanos, y aun aceptando la 

reticencia de los tribunales a hacer efectivos mediante su autoridad 

judicial esos derechos, el Presidente se ha comprometido a respe-

tarlos. El reconocimiento presidencial responsabiliza a los EE.UU. 

a cumplir con los compromisos adquiridos con la comunidad in-

ternacional. En este sentido, cabe recordar los pronunciamientos 

del Tribunal Supremo de EE.UU. en cuanto a que “[t]he President 

is the sole organ of the nation in its external relations, and its sole 
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representative	with	foreign	nations”.	United States v. Curtiss-Wright 

Export Corp., 299 US 319 (1936) (citando a Annals, 6th Cong., 

col. 613). En este caso, pues, nos enfrentamos al ejercicio del “very 

delicate,	plenary	and	exclusive	power	of	the	President	as	the	sole	or-

gan of the federal government in the field of international relations 

--	a	power	which	does	not	require	as	a	basis	for	its	exercise	an	act	of	

Congress”. Id. a la pág. 320.

De otra parte, la Oficina del Alto Comisionado para los Dere-

chos Humanos ha endurecido su posición en torno a las “reservas”,10 

que los firmantes incluyen al tratado, como las impuestas por el 

Congreso de los Estados Unidos, insinuando que los ciudadanos 

de esos países podrían presentar querellas ante los organismos in-

ternacionales independientemente de que una “reserva” lo prohíba. 

El 4 de noviembre de 1994, en la sesión del Comité de Derechos 

Humanos, se adoptó el Comentario Número 24: 

Reservations	that	offend	peremptory	norms	would	not	be	

compatible	with	the	object	and	purpose	of	the	Covenant.	

Although treaties that are mere exchanges of obligations 

between	States	 allow	 them	 to	 reserve	 inter	 se	 applica-

tion	of	rules	of	general	international	law,	it	is	otherwise	

in human right treaties, which are for the benefit of 

10 Mediante reservas, un país puede ratificar un tratado pero con las limitaciones que establece.
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persons within their jurisdiction . . . .

It necessarily falls to the Committee to determine whether a 

specific reservation is compatible with the object and purpo-

se of the Covenant. This is in part because, as indicated, 

it is an appropriate task for the State parties in relation 

to human rights treaties, and in part because it is a task 

that the Committee cannot avoid in the performance of its 

function.	 In	order	 to	know	the	 scope	of	 its	duty…	the	

Committee	has	necessarily	to	take	a	view	of	the	compati-

bility	of	a	reservation	with	the	object	and	purpose	of	the	

Covenant	and	general	 international	 law.	Because	of	 the	

special character of a human rights treaty, the compatibi-

lity	of	the	reservation	with	the	object	and	purpose	of	the	

Covenant must be established objectively by reference to 

legal principles, and the Committee is particularly well pla-

ced to perform this task . . . .11 (énfasis suplido).

Ya nuestro Tribunal Supremo ha reconocido la existencia del 

Pacto IDCP, brindándole presencia en nuestra jurisdicción y apli-

cándolo por referencia, al aceptar su dirección en otros asuntos no 

relacionados con el estatus político. Véanse A.A.R. Ex Parte, 187 

DPR 835, 983 (2013); Pueblo v. Negrón Rivera, 183 DPR 271 n.20 

11 Office of the High Commissioner for Human Rights, CCPR/C/21Rev. 1/Add.6. General Comment No. 24, Fifty Second Session, 4 No-
vember 1994. Párrafos 8 y 18. 
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(2011); Pueblo v. Padín Rodríguez, 169 DPR 521, 529 (2006). En 

su opinión disidente, el Juez Asociado Rivera Pérez, en Báez Galib, 

152 DPR 382 (2000), caso relacionado al voto de los puertorrique-

ños por el Presidente de EE.UU., ofrece una extensa explicación, 

reseñando el contenido del Pacto IDCP y las reservas presentadas 

por EE.UU., para apoyar jurídicamente su posición de que el Pacto 

IDCP aplica a Puerto Rico en cuanto a la reparación de agravios. 

Aunque por ser disidencia no tiene el apoyo de la decisión mayori-

taria y no sienta precedente, la explicación vale atenderla por su va-

lor didáctico y por la importancia previamente dada, por el propio 

Tribunal Supremo, al Pacto IDCP:

Como hemos podido observar, el referido “Pacto” defi-

ne la naturaleza del agravio para el cual la [ley del voto 

presidencial] dispone un mecanismo de expresión del 

pueblo para que pueda solicitarle al Congreso su repa-

ración. . . .

 D. Obligaciones que emanan del Pacto IDCP

El Pacto IDCP establece obligaciones específicas para los estados 

parte. El Artículo 1, incisos 1 y 3, dispone: 

1.  Todos los pueblos tienen el derecho de libre determina-
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ción. En virtud de este derecho establecen libremente su 

condición política y proveen asimismo a su desarrollo eco-

nómico, social y cultural.

. . . . . . . .

3.  Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que 

tienen la responsabilidad de administrar territorios no 

autónomos y territorios en fideicomiso, promoverán el 

ejercicio del derecho de libre determinación, y respetarán 

este derecho de conformidad con las disposiciones de la 

Carta de las Naciones Unidas. (énfasis suplido).

Nos confrontamos, entonces, la problemática jurídica entorno a si 

el Pacto IDCP aplica a nuestra situación política, habiendo sido rati-

ficado por EE.UU. A esos efectos tenemos que tomar conocimiento 

del Artículo 9 de la Ley de Relaciones Federales, el cual diseña un 

puente jurídico entre los EE.UU. y Puerto Rico así: “Las leyes estatu-

tarias de los Estados Unidos que no sean localmente inaplicables, sal-

vo lo que en contrario se dispusiere en la presente, tendrán el mismo 

efecto y validez en Puerto Rico que en los Estados Unidos. . . .”. 64 

Stat. 319, 1 LPRA a la pág. 227, Relaciones Federales.

Ya hemos visto el reconocimiento explícito y la implantación 
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por parte del Gobierno de EE.UU., mediante la Orden Ejecutiva 

del Presidente Clinton y la comunicación de ese Gobierno al Co-

mité de Derechos Humanos, asegurando su cumplimiento con los 

derechos y protecciones que resultan del Pacto IDCP. Tan reciente 

como el 20 de enero de 2010, el entonces Asesor Legal del Depar-

tamento de Estado de EE.UU., Harold Hongui Koh, envió un me-

morial a los Gobernadores de Samoa, Guam, Marianas del Norte, 

Puerto Rico e Islas Vírgenes, indicando que “the United Nations 

Committees have expressed interest in confirming that the existen-

ce	and	substance	of	these	treaties	is	made	known	throughout	the	

territory of the United States”.12

El Pacto IDCP obliga, mediante el Artículo 40, a la rendición de 

informes sobre cómo implementan los estados parte sus responsabi-

lidades bajo el mismo. EE.UU. ha respetado esa obligación. En su 

Cuarto Informe Periódico	de	30	de	diciembre	de	2011,	www.ushr-

network.org/resources/us-governments-fourt-periodic-report-iccpr	

(levantado el 7 de mayo de 2014, 5:50 pm), se lee:

It	 is	with	 great	 pleasure	 that	 the	Government	 of	 the	

United States of America presents its Fourth Periodic 

12 “Because implementation of these treaties may be carried out by officials at all levels of government (federal, state, insular and local) under 
existing	laws	applicable	in	their	jurisdictions,	we	want	to	make	sure	that	the	substance	of	these	treaties	and	their	relevance	to	the	United	
States	is	known	to	appropriate	government	officials	and	the	members	of	the	public.”	Unclassified Memorandum for Governors, 20 de enero 
de	2010,	www.state.gov/documents/origanization/137291.pdf.
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Report to the United Nations Human Rights Commit-

tee concerning the implementation of its obligations 

under the International Covenant on Civil and Politi-

cal Rights (“the Covenant” or “ICCPR”), in accordance 

with Covenant Article 40. The United States is com-

mitted to promoting and protecting human rights…” 

(énfasis suplido). 

En cuanto a la implantación de disposiciones específicas del Pac-

to IDCP, sobre el Artículo 1 relacionado con la libre determinación 

o autodeterminación, lee:

The United States remains firmly committed to the prin-

ciple of self-determination, and the principle, set forth in 

Article 1 of the Covenant, remains at the core of Ameri-

can political life. See generally, U.S. Constitution, Arti-

cles I and II.

Id. Sobre las áreas insulares, lee:

The United States continues to exercise sovereignty over 

a	number	of	Insular	Areas,	each	of	which	is	unique	and	
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continues an integral part of the U.S. political family

The Insular Areas of the United States remain the same 

as indicated in the combined Second and Third Perio-

dic	Report.	They	include	Puerto	Rico,	a	Commonwealth	

that	is	self-governing	under	its	own	constitution	.	.	.	.

Id. Finalmente, refiriéndose exclusivamente a Puerto Rico, informa 

lo siguiente:

(8)	The	Commonwealth	of	Puerto	Rico.	

As reported in paragraph 8 of the Combined Second and 

Third Periodic Report, the people of Puerto Rico have ex-

pressed	their	views	on	their	relationship	with	the	United	

States in a number of public referenda, most recently in 

December 1998. In 1992 President George H. W. Bush 

declared	the	policy	that	the	will	of	the	people	of	Puerto	

Rico regarding their political status should be ascertained 

periodically through referenda sponsored either by the 

United States Government or by the legislature of Puerto 

Rico, 57 F.R. 57093. In 2009, President Obama expan-

ded the mandate of the Task Force to include recommen-

dations on policies that promote job creation, education, 
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health care, clean energy, and economic development in 

Puerto Rico. The 2011 Task Force Report included ex-

tensive	 recommendations	on	 these	 issues,	 as	well	 as	 re-

commendations, inter alia, that “the President, Congress 

and the leadership and people of Puerto Rico work to ensure 

that Puerto Ricans are able to express their will about status 

options and have that acted upon.”

Id. (énfasis suplido).

A pesar de la expresión clara de los votantes en la consulta 

llevada a cabo el 6 de noviembre de 2012, en la que se esta-

bleció por mayoría que no se estaba de acuerdo con mantener 

la condición política territorial actual, EE.UU. no ha ac-

tuado para garantizar los derechos humanos consagrados en 

el Pacto IDCP, según se ha comprometido a hacerlo.

Debemos hacer notar que, aun cuando a EE.UU. se le relevó 

de informar a la ONU sobre Puerto Rico bajo las responsabilida-

des previas a la creación del ELA, EE.UU. voluntariamente ha re-

conocido una obligación de informar sobre la condición política 

de Puerto Rico ahora al presentar estos informes requeridos por el 

Pacto IDCP. Esto evidencia que, aun con las condiciones impuestas 
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congresionalmente en la ratificación del Pacto IDCP, el Ejecutivo, 

por conducto del Departamento de Estado, ha reconocido tanto su 

vigencia como su aplicación a los ciudadanos, así como que el Pacto 

IDCP aplica a Puerto Rico y, por consiguiente, a la relación política 

entre PR y EE.UU.

Todo lo anterior se agrava al considerar que el 23 de diciem-

bre de 2015 el Gobierno de EE.UU. consignó para récord ante el 

Tribunal Supremo de EE.UU. su posición en cuanto al carácter 

territorial y no soberano de Puerto Rico. El Procurador General de 

EE.UU. no fue parco al explicar:

The	ultimate	 source	of	 sovereign	power	 in	Puerto	Rico	

thus remains the United States. . . . Congress did not en-

ter	into	an	irrevocable	“compact”	with	Puerto	Rico,	and	

as a constitutional matter, Congress cannot irrevocably 

cede	sovereignty	to	Puerto	Rico	while	it	remains	a	U.S.	

territory. . . . although Puerto Rico is locally self-gover-

ning, it remains a U.S. territory under the Constitution. . 

. . The Executive Branch has recognized that Puerto Rico 

remains a U.S. territory subject to Congress’s authority.

Brief for the United States as Amicus Curiae Supporting Respondents, 

Commonwealth of Puerto Rico v. Sánchez Valle, No. 15-108, a las págs. 
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8-9 (U.S. 2015). 

Así pues, queda diáfanamente expuesto que el propio Gobierno de 

EE.UU. ha admitido que el pueblo de Puerto Rico no ha logrado ejerci-

tar su derecho a la autodeterminación.

 E. Circunstancias posteriores a la consulta

Ante todo lo anterior, nos parece significativa la aprobación pre-

supuestaria por el Congreso, a petición del Presidente, para la ce-

lebración de una consulta en Puerto Rico sobre el estatus político. 

Ese evento podría ofrecer una oportunidad para diseñar un proceso 

efectivo, aprovechándose dos circunstancias surgidas después de la 

aprobación de la Ley 600 y la fundación del ELA. La primera cir-

cunstancia es que el Congreso de  Estados Unidos se ha involucrado 

en el asunto, aunque tímida y limitadamente. No obstante, cabe 

apuntar que el compromiso financiero hecho por el Congreso exige 

rendición de cuentas y seguimiento legislativo. La segunda circuns-

tancia notable es que, como condición al desembolso de esos fon-

dos, el U.S. Attorney General viene en la obligación de pasar juicio 

sobre la constitucionalidad del esquema que sugiera Puerto Rico. Es 

de notar que el Gobierno de Estados Unidos expuso en la compa-

recencia como amigo de la corte, antes citada, su opinión sobre la 
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validez constitucional de las opciones de estatus a las que podría ac-

ceder Puerto Rico.13 Considerando que el Departamento de Justicia 

de EE.UU. está bajo la autoridad de la Orden Ejecutiva anterior-

mente reseñada y que obliga a todos los funcionarios a dar vigencia 

al Pacto IDCP, los principios sobre autodeterminación tienen que 

ser incluidos en cualquier proyecto de ley para un plebiscito. 

Las exigencias de Puerto Rico ante ese proceso con el U.S. Attor-

ney General tienen que enmarcarse, entonces, en los principios del 

Pacto IDCP, habiendo reconocido ya el Gobierno de EE.UU., ante 

la comunidad internacional, que esos principios están accesibles a 

Puerto Rico, con el compromiso —consignado en el Cuarto In-

forme— de respetar el resultado. Los representantes de Puerto Rico 

vienen en la obligación de garantizarle a los puertorriqueños que insis-

tirán en la responsabilidad contraída por EE.UU. en el Pacto IDCP 

y que rechazarán cualquier decisión del U.S. Attorney General que no 

incluya los derechos consignados en el Pacto IDCP.

Cualquier proceso necesariamente debe compaginar con las op-

ciones de cambio definidas por el derecho internacional público. 

13 Brief	for	the	United	States	as	Amicus	Curiae	Supporting	Respondents,	Commonwealth	of	Puerto	Rico	v.	Sánchez	Valle,	No.	15-108,	a	
las pág. 33 (U.S. 2015). (“ ‘Puerto Rico is, for purposes under the U.S. Constitution, a territory’, and therefore is ‘subject to congres-
sional authority,	under	the	Constitution’s	Territory	Clause.’ …	Congress	could	‘continue	the	current	system	indefinitely,	but	it	also	may	
revise	or	revoke	it	at any	time,’	and Congress	cannot	enter	into	an	arrangement	with	Puerto	Rico	that	‘could	not	be	altered without	the	
‘mutual	consent’	of	Puerto Rico	and	the [F]ederal	Government.’…	‘The	Federal Government	may	relinquish	United	States	sovereignty	
by granting independence or ceding the territory to another nation; or it may admit a territory as a State, but ‘the U.S. Constitution does 
not	allow	other options.’	”)	(citando	al	Report by the President’s Task Force on Puerto Rico’s Status (Dec. 2005).
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Una jurisdicción sin soberanía nacional,14 como Puerto Rico, puede 

acceder a esa soberanía de tres formas:15

1. Cuando pasa a ser un Estado independiente y soberano;

2. Cuando establece una libre asociación con un Estado in-

dependiente; 

La libre asociación debe ser el resultado de la libre y voluntaria 

elección de los pueblos del territorio interesado expresada con 

conocimiento de causa y por procedimientos democráticos. En 

esa asociación se deben respetar la individualidad y las caracte-

rísticas culturales del territorio y de sus pueblos, y reservar a los 

pueblos del territorio que se asocian a un Estado independiente 

la libertad de modificar el estatuto de ese territorio mediante la 

expresión de su voluntad por medios democráticos y con arreglo 

a los procedimientos constitucionales.

El territorio que se asocia debe tener derecho a determinar su 

constitución interna sin ninguna ingerencia exterior, de confor-

midad con los debidos procedimientos constitucionales y los de-

14 La Comisión reconoce el debate sobre soberanía que se desarrolla en el país. En el presente informe se utiliza ese concepto en consid-
eración a los principios sobre los que la ONU fundamenta sus decisiones.

1�   Resolución 1�41 (XV) de 1960. Véase además Resolución 1�14 (XV) de 1960
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seos libremente expresados de su pueblo. Este derecho no excluirá 

la posibilidad de celebrar las consultas que sean apropiadas o 

necesarias con arreglo a las condiciones de la libre asociación que 

se haya concertado.

3.  Cuando se integra a un Estado Independiente.

  

La integración a un Estado independiente debe fundarse en el 

principio de  completa igualdad entre los pueblos del territorio 

que hasta ese momento ha sido no autónomo y los del país in-

dependiente al cual se integra. Los pueblos de los dos territorios 

deben tener, sin distinción ni discriminación alguna, la mis-

ma condición y los mismos derechos de ciudadanía, así como 

las mismas garantías en lo que se refiere a sus derechos y liber-

tades fundamentales; ambos deben tener los mismos derechos y 

las mismas posibilidades de representación y participación en los 

órganos ejecutivos, legislativos y judiciales del gobierno, en todos 

sus grados.

La integración debe producirse en las condiciones siguientes: El 

territorio que se integra debe haber alcanzado un estado avan-

zado de autonomía y poseer instituciones políticas libres, de 

modo que sus pueblos estén en condiciones de decidir, en forma 
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responsable, con conocimiento de causa y por procedimientos 

democráticos.

La integración debe ser el resultado de los deseos libremente ex-

presados de los pueblos del territorio, plenamente enterados del 

cambio de su estatuto, con conocimiento de causa y por proce-

dimientos democráticos, aplicados imparcialmente y fundados 

en el sufragio universal de los adultos. Las Naciones Unidas po-

drán, cuando lo juzguen necesario, vigilar esos procedimientos.

En esta coyuntura, merece detenernos por un momento a con-

siderar la importancia de este asunto relativo a la aplicación de la 

legislación aprobada por el Congreso de EE.UU. en Puerto Rico. 

La innegable realidad jurídico-política es que el pueblo de Puerto 

Rico carece del poder para intervenir decisivamente en los asuntos 

que afectan su vida pública. El Congreso impone legislación aplica-

ble a las y los puertorriqueños sin que éstos tengan representación 

en dicho foro. El Presidente administra y ejecuta dicha legislación 

en Puerto Rico sin haber sido electo por el pueblo de Puerto Rico. 

Y la judicatura de EE.UU. dicta sentencias que obligan a las y los 

puertorriqueños a pesar de que éstos no han participado en el pro-

ceso de nominación, confirmación y nombramiento de aquéllos. 

Nuestro sistema político vigente le niega al pueblo de Puerto Rico 
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acceso a los procesos electorales y a los remedios políticos de los que 

gozan los demás ciudadanos de EE.UU.

Ante la anterior realidad, por muchas décadas algunas personas 

han argumentado que el proceso de fundación del ELA, que se ori-

gina en el Congreso con un compromiso de ejecución,16 cumplió 

sustancialmente con el derecho a la autodeterminación y salvó los 

problemas de rendición de cuentas política antes mencionados. Nos 

referimos a la teoría del “consentimiento genérico”.17 Debido a su 

importancia en el devenir histórico del pueblo de Puerto Rico, y su 

pertinencia a la consulta y sus resultados, procede que elaboremos 

brevemente sobre esta teoría.

Al momento de la aprobación de la Ley 600 y la fundación del 

ELA, las obligaciones internacionales de EE.UU. surgían de otras 

disposiciones, ya que el Pacto IDCP no había sido aprobado ni 

ratificado por EE.UU. Para obviar las responsabilidades impuestas 

por las Naciones Unidas de informar sobre los territorios bajo su 

autoridad,18 se produjo en el proceso de fundación del ELA y la 

16 64 Stat. 314, 3 de julio de 1950.
17 “Implica. . ., entre otras cosas, la validez continuada en Puerto Rico de la legislación federal, sin que se establezca la participación de los 

puertorriqueños en su elaboración y adopción, excepto en lo que se refiere al Comisionado Residente en Washington, que tiene voz, pero 
no voto en el Congreso. Tales limitaciones constituyen, por consiguiente, una infracción muy marcada a los principios del ‘gobierno por 
consentimiento’ a menos que la idea de ‘consentimiento genérico’ se extienda hasta cubrir toda legislación pasada y futura del Congreso. 
Esta especie de ‘consentimiento genérico’, igual que la Ley de Autorización de Hitler, en marzo de 1933, suele ser considerada por los 
estudiosos del constitucionalismo como precisamente lo opuesto al ‘gobierno por consentimiento’. Por lo tanto, deberá elaborarse alguna 
especie de procedimiento consultivo. . . .” Carl J. Friedrich, Introducción, La Nueva Constitución de Puerto Rico, Edición Facsimilar 2008, 
Universidad de PR, a las págs. 16-17. 

18 Carta de las Naciones Unidas, Capítulo XI, Artículo 73 (e), sobre informes periódicos.
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aprobación de su Constitución una “renuncia” al derecho de los 

puertorriqueños, como ciudadanos de EE.UU., de participar en la 

aprobación de todas las leyes que le afectaren. Sobre esa “renuncia” 

o “consentimiento genérico” se ha explicado: 

Public	Law	600	did	not	come	fully	into	force	until	its	ac-

ceptance	by	the	Puerto	Rican	people	in	an	island-wide	re-

ferendum. This acceptance also signified that Puerto Ri-

cans, for the first time, consented, through Section 9 of 

the Puerto Rico Federal Relations Act . . . to be governed 

by	federal	 laws	not	 locally	 inapplicable,	even	though	the	

citizens of Puerto Rico did not have any participation in 

the	enactment	of	such	laws.	This	provision	in	Section	9	is	

sometimes referred to as the generic consent given by Puer-

to	Rico	to	the	unencumbered	applicability	of	federal	laws.	

Casellas, Commonwealth Status and the Federal Courts, Revista Ju-

rídica UPR, Vol. 80. Núm. 4, 2011, pág. 949 (énfasis en original).

El tema del “consentimiento genérico” es uno que ha tenido 

amplia vida en los debates político-jurídicos de nuestro país. Es co-

nocido que sectores ideológicos, particularmente sectores indepen-

dentistas (aunque también esta corriente se comparte por sectores 



Comisión de Derechos Civiles de Puerto Rico | 53

de otras ideologías políticas), han entendido que el “consentimiento 

genérico” nunca fue dado. Explica el Lcdo. Juan Dalmau Ramírez 

(ex candidato a la gobernación por el Partido Independentista Puer-

torriqueño) en su ponencia presentada ante la Comisión Especial:

El triunfo del no, significa el resquiebro de viejas teorías 

anti-democráticas. . . . El . . . absurdo, era que nuestra 

condición de subordinación es legítima, por ser producto 

de una relación jurídico-política entre Puerto Rico y Es-

tados Unidos a la que libre y voluntariamente habíamos 

consentido en 1952. A raíz del triunfo del no, ese argu-

mento se ha tornado insostenible, en la medida en que en 

Puerto Rico existe hoy una mayoría que ha expresado con 

contundencia, que simplemente no está de acuerdo con 

la relación actual con los Estados Unidos de América y 

exige un cambio en la naturaleza de dicha relación.

El Dr. Ricardo Rosselló Nevares (parte de los querellantes de 

BAE) plantea un argumento similar en su ponencia: 

El 6 de noviembre del 2012 se revocó inequívocamente 

– si alguna vez lo hubo – el consentimiento a un sistema 

colonial/territorial. La trascendencia de la consulta es que 
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la misma revocó cualquier consentimiento del pueblo de 

Puerto Rico al actual estatus, y constituye el primer man-

dato electoral y directo del pueblo a que se implante un 

estatus no colonial y no territorial.

De otra parte, en la ponencia presentada por el Lcdo. José Her-

nández Mayoral, a nombre del Presidente del Partido Popular De-

mocrático, Alejandro García Padilla, se trata el tema desde la óptica 

de que ese consentimiento comprende parte de un pacto bilateral 

entre EE.UU. y Puerto Rico:

El proceso seguido por Puerto Rico en el 1952 se asemejó 

a los procesos de admisión de los Estados, con la adop-

ción de una constitución y la toma de Puerto Rico de to-

das las responsabilidades del gobierno local. Desemejante 

a leyes regulares u orgánicas, aquí un acto del Congreso 

vino en efecto solo luego de que el pueblo de Puerto Rico 

diera su consentimiento, de ahí su naturaleza como pac-

to. (traducción nuestra).

La controversia sobre la validez de ese consentimiento genérico 

ha estado latente en nuestro debate, tanto en el político como en 

el jurídico:
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El consentimiento del pueblo de Puerto Rico, expresado a 

través del referéndum aprobatorio de la Ley 600, es clara-

mente base actual para la aplicación de ciertas disposicio-

nes de la Constitución de los Estados Unidos. 

La teoría del consentimiento a la aplicación de las dis-

posiciones constitucionales con el nuevo estatus permite 

también una visión diferente y más precisa del proceso 

de extender determinada cláusula de la Constitución de 

Estados Unidos a Puerto Rico. Hasta ahora tan solo se 

concibe que las diversas disposiciones de esa Constitu-

ción constituyan bloques macizos e indivisibles. ¿Por qué?

José Trías Monge, El Estado Libre Asociado ante los Tribunales, 

Revista Jurídica UPR, 1995, 64 Rev. Jur. U.P.R. 1. Véase, además, 

Ángel Israel Rivera, Una reflexión necesaria, 12 de febrero de 2016, 

80grados,	http://www.80grados.net/una-reflexion-necesaria/.Algu-

nos participantes de ambos procesos, el jurídico y el político, inclu-

yendo a Trías Monge, indican también que el consentimiento que 

prestó Puerto Rico para que EE.UU. ejerciera determinados pode-

res sobre la Isla “fue de índole excesivamente general.” Id. a la pág. 

47. En Ramírez de Ferrer v. Mari Bras, 144 DPR 141, 193 (1997), 

sin embargo, el “consentimiento” se reconoció judicialmente por 

nuestro Tribunal Supremo como elemento de un pacto entre Puer-

to Rico y EE.UU.
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Ahora bien, no se nos debe escapar que el proceso de fundación 

del ELA y su Constitución, así como el evento electoral que conva-

lidó la aplicación de la Ley 600, y mediante el cual alegadamente se 

prestó ese consentimiento genérico, ocurre entre 1950 y 1952. Sin 

embargo, no es hasta:

[e]l 16 de diciembre de 1966 [que] se adoptó el Pacto In-

ternacional de Derechos Civiles y Políticos por la Asam-

blea General de la Organización de Naciones Unidas. 

Dicho “Pacto” fue aprobado por los Estados Unidos el 

2 de marzo de 1992. Su ratificación fue depositada en la 

Secretaría de la Asamblea General de la Organización de 

Naciones Unidas el 8 de junio de 1992. Entró en vigor 

para Estados Unidos el 8 de septiembre de 1992. 

Báez Galib, 147 DPR a la pág. 148. Esta realidad legal generada 

por el Pacto IDCP,19 unida al resultado de la votación en la primera 

pregunta de la consulta objeto de análisis, en la que el electora-

do indicó no estar de acuerdo con la condición política de Puerto 

Rico, apunta hacia un nuevo estado legal en el que EE.UU. ven-

19  Los ciudadanos han de gozar, “sin restricciones indebidas” del derecho a “participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente 
o por medio de representación libremente elegidos.” Art. 25 del Pacto IDCP. Aunque se nos permite una representación congresional, vía 
un Comisionado, éste no tiene derecho a votar y sus intervenciones carecen de igualdad con respecto a las de los demás congresistas. Esto 
ha levantado la histórica controversia de que los puertorriqueños ostentan una ciudadanía estadounidense que no es de la misma calidad 
de los que residen en uno de los cincuenta estados, pues allí existe el derecho a representación y a votar por los electores que seleccionarán 
al Presidente de EE.UU. 
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dría, más que nunca antes, en la obligación de revisar su postura 

en cuanto al consentimiento prestado por las y los puertorriqueños 

en el proceso de fundar el ELA y aprobar su Constitución, ya que: 

1) EE.UU. se adhirió al Pacto IDCP, con todas las implicaciones 

antes relacionadas, y en su deber de responder por sus obligacio-

nes se comprometió, expresamente, en sus Informes al Comité de 

Derechos Humanos, a respetar la voluntad del pueblo de Puerto 

Rico; 2) como quiera que hubiese sido antes, las teorías legales y 

políticas que apoyaban el concepto de consentimiento genérico no 

operarían bajo las nuevas obligaciones internacionales de EE.UU.; 

y 3) hubo una expresión del electorado puertorriqueño indicando 

su inconformidad con la condición política de Puerto Rico según 

comprendida al momento de la consulta.20

 

Todas las personas que comparecieron a deponer afirmaron el 

derecho a la autodeterminación y a que los gobiernos de EE.UU. 

y Puerto Rico viabilicen la decisión que libremente tomen los/as 

puertorriqueños/as sobre este asunto. Y todos reconocieron el dere-

cho de los residentes en la isla a determinar libre y democráticamen-

te la condición política que debe establecerse.21

20  A los efectos del proceso electoral, el estatus actual fue definido como “territorio”. Resulta innecesario ahora embarcarnos en un debate 
sobre ese aspecto que se ha desarrollado mayormente a nivel partidista.

21 No se tomó en consideración la participación electoral de puertorriqueños residentes fuera de la Isla.
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VII. Conclusiones

Concluimos que la consulta no ha tenido eficacia, ya que no ha 

habido un compromiso del Congreso con el reclamo ni ha habido un 

reconocimiento del rechazo a la situación actual de Puerto Rico por 

su electorado. Someter al electorado al proceso decisional de la con-

sulta sobre si están o no de acuerdo con el estatus político actual, y no 

producirse resultados concretos, constituye una violación del derecho 

de autodeterminación. 

La falta de acción del gobierno de EE.UU. relativo a resolver el asun-

to del estatus político constituye una violación a los derechos humanos 

del pueblo de Puerto Rico. Aunque la Comisión Estatal de Elecciones y 

el Gobernador de Puerto Rico cumplieron con el mandato de informar 

los resultados al Presidente y al Congreso de EE.UU., esta gestión resulta 

insuficiente. Es imperativo que, ajustándose a las normas del derecho 

internacional aplicable a los territorios que no han accedido al pleno ejer-

cicio de la soberanía, ambos gobiernos comiencen un proceso efectivo de 

autodeterminación para Puerto Rico ante un mandato del pueblo como 

el consignado en los votos en la primera pregunta de la consulta.

Se ha creado un nuevo estado de situación político-legal entre Puer-

to Rico y EE.UU. como consecuencia de: 1) la adhesión de EE.UU. 
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al Pacto IDCP y las directrices del Presidente de EE.UU. en torno al 

cumplimiento de sus disposiciones; 2) el resultado de la votación sobre 

la pregunta en torno al estatus político actual; y 3) el impacto que ese 

resultado tiene sobre el “consentimiento genérico” imputado a la apro-

bación de la Constitución de Puerto Rico.

La Comisión de Derechos Civiles, en su obligación de cumplir con 

los derechos humanos recomienda que cualquier proceso de proteger 

los derechos humanos para atender el asunto de estatus tiene que re-

gularse por los principios del derecho a la libre autodeterminación. 

Además, es requisito imprescindible que cualquier proceso de consulta 

tiene que ser precedido por un proceso educativo al electorado para que 

éste ejerza su derecho con conocimiento. Debe diseñarse un procedi-

miento de votación que no admita dudas en cuanto a su equidad y, por 

consiguiente, la validez de los resultados. Ese proceso educativo tiene 

que partir de la premisa básica de la “inviolabilidad de la dignidad del 

ser humano”. 

VIII. Recomendaciones

Luego de haber analizado el asunto encomendado, y en atención a 

las vistas públicas, la revisión del derecho vigente, las conversaciones 

formales, la oferta programática de los partidos políticos y los diálogos 
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internos entre los Comisionados Especiales y luego con la Comisión 

de Derechos Civiles en pleno, entendemos, unánimemente, que ante 

los anuncios sobre posibles actividades gubernamentales y políticas 

en torno al asunto de estatus, la Comisión de Derechos Civiles debe 

mantener su atención sobre todas las actividades a desarrollarse para 

garantizarle al país que las mismas cumplan con los parámetros de de-

rechos humanos garantizados por las Constituciones de Puerto Rico y 

EE.UU., y por el Derecho Internacional. 

Por ello la Comisión de Derechos Civiles asume la responsabili-

dad de mantenerse vigilante en torno a la situación política de Puerto 

Rico, en tanto en cuanto afecta los derechos humanos, en particular 

el derecho a la autodeterminación. Además, asume la responsabilidad 

de difundir la continua violación de los derechos humanos que esta 

situación implica ante todos los foros pertinentes. Ello incluye ante el 

Comité de Descolonización de la Organización de las Naciones Uni-

das, la Organización de Estados Americanos, el Comité de Derechos 

Humanos y otros foros internacionales. 

La Comisión de Derechos Civiles es un organismo creado por ley 

con suficiente autonomía para que pueda mantener una mirada vigilante 

sobre los actos del gobierno y sus funcionarios y funcionarias en torno 

al cumplimiento con los derechos humanos. Ningún otro ente, en el 
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Gobierno de Puerto Rico posee tal autonomía y autoridad para decla-

rar el reconocimiento de los derechos humanos, y al mismo tiempo 

para sostener una vigilancia de los organismos públicos con el fin de 

promover y velar por su vigencia y cumplimiento. Ante la realidad de 

que muchas de estas controversias, por su naturaleza política, no son 

adjudicables judicialmente, esta Comisión es llamada a asumir parte de 

esa responsabilidad.

Esta oportunidad debe ser aprovechada como punto de partida de 

un proceso con validez jurídica al amparo de los derechos humanos, 

y en especial respetándose el derecho a la autodeterminación de las y 

los puertorriqueños, y advertir, como lo hemos hecho, al Gobierno 

de Puerto Rico y a los partidos políticos que se encargan de consti-

tuirlo, a no empeñar recursos públicos contra la voluntad mayoritaria 

inequívoca en torno a la actual condición de inequidad entre Puerto 

Rico y EE.UU; inequidad que, independientemente del título jurí-

dico o político que varios sectores del país le adscriban, es singular 

evidencia de la violación al Pacto IDCP  y a nuestros derechos huma-

nos. No estamos hablando de un derecho esotérico. Se trata del más 

importante y medular de los derechos: el desarrollo y la protección de 

los derechos de una comunidad, de un país, de una nacionalidad, a la 

autodeterminación. Cabe recordar en conclusión las palabras de Don 

Eugenio María de Hostos:
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Derecho no ejercitado, no es derecho; derecho no vivido, 

no es derecho; derecho pasivo, no es derecho. Para que él 

sea en la vida lo que es en la esencia de nuestro ser, hay que 

ejercitarlo. Ejercitarlo es cumplir con el deber de hacerlo 

activo, positivo y vivo.

Eugenio María de Hostos

IX. Difusión del Informe

Este Informe, según dispuesto por la Resolución Núm. 2013-1, debe 

ser enviado “de conformidad con la Ley Orgánica de la Comisión de 

Derechos Civiles de Puerto Rico a las tres Ramas Constitucionales, a los 

medios de comunicación del país, a las organizaciones en defensa de los 

derechos humanos  locales e internacionales, a la Biblioteca de Congreso 

y a cualquier otro que determine la Comisión de Derechos Civiles.
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Anejo A • Resolución Núm. 2013-1
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Anejo B • Solicitud Boricua ¡Ahora Es!
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Anejo C • Carta Complementaria a Solicitud
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Anejos D y E • Trámite Legislativo PC 3648.
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Anejo I • Resumen de Ponencias



Comisión de Derechos Civiles de Puerto Rico | 73



74 | Informe Requerido por la Resolución Núm. 2013-01



Comisión de Derechos Civiles de Puerto Rico | 75



76 | Informe Requerido por la Resolución Núm. 2013-01



Comisión de Derechos Civiles de Puerto Rico | 77



78 | Informe Requerido por la Resolución Núm. 2013-01



Comisión de Derechos Civiles de Puerto Rico | 79



80 | Informe Requerido por la Resolución Núm. 2013-01



Comisión de Derechos Civiles de Puerto Rico | 81



82 | Informe Requerido por la Resolución Núm. 2013-01



Comisión de Derechos Civiles de Puerto Rico | 83



84 | Informe Requerido por la Resolución Núm. 2013-01



Comisión de Derechos Civiles de Puerto Rico | 85



86 | Informe Requerido por la Resolución Núm. 2013-01



Comisión de Derechos Civiles de Puerto Rico | 87



88 | Informe Requerido por la Resolución Núm. 2013-01



Comisión de Derechos Civiles de Puerto Rico | 89



90 | Informe Requerido por la Resolución Núm. 2013-01



Comisión de Derechos Civiles de Puerto Rico | 91



92 | Informe Requerido por la Resolución Núm. 2013-01



Comisión de Derechos Civiles de Puerto Rico | 93



94 | Informe Requerido por la Resolución Núm. 2013-01

Anejo J • Informe Final R. del S. 201
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Anejo K • Resolución Concurrente R. Conc. del S. 107
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NOTAS



Comisión de Derechos Civiles de Puerto Rico | 107



108 | Informe Requerido por la Resolución Núm. 2013-01

Educamos y protegemos
los derechos humanos en Puerto Rico.

Aniversario

La Comisión de Derechos Civiles de Puerto Rico es un organismo 
público creado en virtud de la Ley Núm. 102 del 28 de junio de 1965, 
según enmendada (1 LPRA 151). Nuestra función primordial es educar 
al pueblo en cuanto a la significación de los derechos humanos y los 
medios para respetarlos, protegerlos y enaltecerlos. Tenemos la obligación 
de gestionar ante las personas y ante las autoridades gubernamentales, 
la protección de los derechos humanos y el estricto cumplimiento de 
las leyes que amparan tales derechos. Fomentamos la investigación y 
promovemos espacios de discusión sobre la vigencia de los derechos 
humanos en nuestro país. Investigamos las querellas que recibi mos 
relacionadas con violaciones de esos derechos y, de la misma manera, 
comparecemos ante los tribuna les como amigos de la corte en aquellos 
casos en los que puedan ser lacerados o vulnerados los derechos humanos. 
Participamos activamente en la discusión y el desa rrollo de políticas 
públicas que impacten cualquier di mensión de los derechos humanos.




